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BOLETIN N° 316-06-1.

INFORME DE LA COMISION DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANIA SOBRE EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE DIVERSAS NORMAS DE REPARACION PARA LOS FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS A QUE SE REFIERE EL INFORME DE LA COMISION NACIONAL DE VERDAD Y RECONCILIACION.

_________________________________________________________

HONORABLE CAMARA:



La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía informa el proyecto de ley, individualizado en el título de este documento, el que fue iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, y para cuyo despacho se ha pedido la simple urgencia.



E1 extenso lapso transcurrido entre la fecha de la presentación de este proyecto y su despacho por la Comisión, tiempo en el que alternativamente el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su tramitación en diversas ocasiones, tiene una justificación que significó. a la postre mejorar la normativa propuesta originalmente en el Mensaje.



En primer término, una vez recibido el proyecto, la Comisión se abocó a su trabajo en procura de escuchar a todas las organizaciones y personas que estaban vinculadas a la problemática de las secuelas derivadas de las violaciones a los derechos humanos consignadas en el informe emitido por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, también llamado el "informe Rettig" o "el informe de la Comisión Rettig".


En esta tarea, la Comisión invitó o llamó a concurrir a sus sesiones a las siguientes personas, representativas de las entidades que, en cada caso, se indican en el orden en que comparecieron a exponer sus opiniones:



En representación de la Agru​pación de Familiares de Ejecutados Políticos, asistieron los señores Hugo Cárcamo, Rosa Silva y Marta Jorquera; por la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, lo hicieron las señoras Pamela Pereira, Viviana Díaz, Sola Sierra y Mireya García; por la Vicaría de la Solidaridad del Arzobispado de Santiago concurrieron el Jefe del Departamento Jurídico, abogado don Alejandro González y la Jefa de Asistentes Sociales, doña María Luisa Sepúlveda; invitadas por la Comisión, entregaron sus apreciaciones las hijas del ex Comandante en Jefe del Ejército General don Carlos Prats, doña Sofía, doña Cecilia y doña María Angélica Prats Cuthbert, y para dar a conocer el pensa​miento de la Comisión Chilena de Derechas Humanos, prestaron su concurso los señores Andrés Domínguez y Carlos Margotta.



También, la Comisión contó con la colaboración permanente del Gobierno en el despacho del proyecto, a través del señor Ministro del Interior, don Enrique Krauss; del señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Enrique Correa; del señor Subsecretario de la Secretaría General de Gobierno, don Edgardo Riveros y del Jefe de la División Jurídica del Ministerio del Interior abogado don Rodrigo Asenjo, y del abogado de ese mismo ministerio, don Gustavo Villalobos.



La Comisión acordó recibir la opinión y el testimonio de quien había sido Presidente de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, don Raúl Rettig Giessen, para cuyo efecto en forma excepcional, en razón de su estado de salud, se constituyó en su oficina en la ciudad de Santiago.



Cabe mencionar que la Comisión recibió diversas notas con observaciones al proyecto, de las siguientes instituciones o personas: de la Comisión Chilena de Derechos Humanos, del Departamento Jurídico dela Vicaría de la Solidaridad del Arzobispado de Santiago, de la Agrupación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, del Instituto Latinoamericano de Salud Mental y Derechos Humanos (ILAS), de la Agrupación de Familiares de Ejecutados Políticos, del Comité de Defensa de los Derechos del Pueblo (CODEPU), del Ministerio de Educación y de las hijas del ex Comandante en Jefe del Ejército don Carlos Prats.



El tener que escuchar y analizar tan amplia y variada gama de opiniones y documentos, sobre un tema tan delicado, la necesidad de transmitir al Supremo Gobierno las objeciones que merecía la enunciación inicial del proyecto, dieron lugar a la demora producida en el despacho del mismo por la Comisión, espacialmente porque numerosas ideas que deberían incorporarse al articulado, eran de la exclusiva iniciativa del Presidente de la República y su aceptación precisaba análisis y estudio previos.

IDEAS FUNDAMENTALES 0 MATRICES DEL PROYECTO.

La intención del Gobierno al formular este proyecto, expresada en el Mensaje, es la de "hacer realidad, a la mayor brevedad posible, las proposiciones que el. informe de la Comisión Nacional`de Verdad y Reconciliac1.6n sugirió como indispensables para lograr reparar, en cierta medida, las consecuencias derivadas de las violaciones a los derechos humanos y de la violencia política".

La Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación fue creada por el Decreto Supremo N‑° 355, de Interior, el 25 de abril de 1990, con la finalidad manifestada por el Gobierno de "cicatrizar una herida abierta en el alma nacional" cuyo objetivo se conseguiría "si procurábamos reconciliarnos sobre las bases de 1a verdad y la justicia". Esta Comisión Nacional, debía recopilar y analizar. los antecedentes que le fuere posible reunir y con ellos emitir en conciencia un informe sobre las más graves violaciones a los derechos humanos cometidas en el país entre el 11 de septiembre de 1973 y el 11 de marzo de 1990. El marco de referencia de lo que debía entenderse por las más graves violaciones, estaba circunscrito a "las situaciones de detenidos desaparecidos, ejecutados y torturados con resultado de muerte, en que apareza comprometida la responsabilidad moral del Estado por actos de sus agentes o de personas a su servicio, como asimismo los secuestros y los atentados contra la vida de las personas cometidos por particulares bajo pretextos políticos".



El proponente de esta inicia​tiva legal reconoce, de la misma manera como lo hace la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación en su informe que "la desaparición o la muerte de un ser querido son pérdidas irreparables" por cuyo motivo "no es posible establecer correlación entre el dolor, la impotencia y las esperanzas de las víctimas con las medidas" que propone.



Estima el Supremo Gobierno en su Mensaje que la entrega de una reparación, tanto moral como material, es "una tarea absolutamente necesaria para la transición hacia una democracia más plena" y señala como demostración de su afán de contribuir en parte a esa tarea en el. plano moral, la reivindicación pública y solemne de la dignidad personal de las víctimas, declarada cuando dio a conocer al país el Informe de la Comisión Rettig, refiriéndose en especial a aquellas víctimas que "hayan sido denigradas por acusaciones de delitos que nunca les fueron probados y de los cuales nunca tuvieron la oportunidad ni medios adecuados para defenderse".



En el plano de las ideas que inspiran este proyecto de ley, el Ejecutivo, siguiendo el Informe de la Comisión Nacional. de Verdad y Reconciliación entiende por reparación "un conjunto de actos que expresen el reconocimiento y la responsabilidad que le caben al Estado en los hechos y circunstancias que son materia de dicho Informe"; reparación a la que ha de ser convocada y concurrir toda la sociedad chilena, en “un proceso orientado al reconocimiento de los hechos conforme a la verdad, a la dignificación moral de las víctimas y a la consecución de una mejor calidad de vida para las familias más directamente afectadas". Esto, agrega, "supone el coraje de enfrentar la verdad y la realización de justicia; requiere de generosidad para reconocer las faltas y de actitudes de perdón para llegar al reencuentro entre los chilenos".



En síntesis, se sostiene en el Mensaje que el proyecto procura encontrar la manera de reparar el daño moral y patrimonial sufrido por los familiares más directos de las víctimas.



El articulado del proyecto, como se verá, tiende a esos propósitos y su normativa abre cauces que, si no del todo, en alguna medida han de contribuir a los fines señalados.



Por el Título I, se crea una Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, sometida a la Supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Interior, que tendrá como objetivo la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para dar cumplimiento a las recomendaciones propuestas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y las demás funciones que le encomienda la ley.



Entre las funciones, señaladas en el artículo 2°, aparte de la de promover la reparación moral y material de los familiares de las víctimas, se consigna también la de darles la asistencia social y legal que requieran para acceder a los beneficios contemplados en esta ley.



También se le encomiendan acciones para determinar el paradero de los detenidos desaparecidos y de aquellas víctimas cuyo deceso haya sido reconocido sin que se hayan ubicado sus restos.



Le corresponderá, además, ser depositaria de los antecedentes reunidos por ella misma y por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación sobre casos o asuntos similares a los tratados en ambos organismos, y los que se reúnan en el futuro. Se le faculta, asimismo, para requerir, reunir y procesar la información existente en poder de entes públicos y privados sobre violaciones a los derechos humanos y sobre la violencia política a que se refiere el llamado Informe Rettig. Se la obliga a asegurar la confidencialidad de los antecedentes, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los tribunales de justicia.



La competencia de esta Corporaci6n comprende la de dictaminar sobre aquellos casos en que la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación no logró formarse convicción respecto de 1a calidad de víctima de violación a los derechos humanos o de la violencia política del afectado, y sobre los que no tuvo conocimiento oportuno, o habiéndolo tenido, no se pronunció sobre ellos. La Corporación creada por esta ley actuará en estas materias ceñida a las normas del D.S. de Interior N° 355, de 1990, que creó la denominada Comisión Rettig, con las modalidades y plazos que este proyecto señala.



Se la faculta, por último, para celebrar convenios para la asistencia profesional, incluso médica, orientada a cumplir sus fines, y para formular proposiciones para la consolidación de una cultura de respeto de los derechos humanos en el país.



La Comisión informante estimó necesario consignar en este proyecto, un precepto que consagre como derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena, el de procurar la ubicación de las personas detenidas desaparecidas como igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y la averiguación de las circunstancias de dicha desaparición o muerte.



El párrafo II del proyecto organiza la Corporación que se crea, la que será dirigida por un Consejo Superior, por el, Presidente de dicho Consejo y por un Secretario Ejecutivo. Se fija en siete el número de consejeros y se reglamentan las funciones de cada uno de estos órganos directivos en los artículos 6° al 9°.



En el párrafo III se fija la planta de la Corporación y su personal, su estatuto legal y demás modalidades de remuneraciones, contrataciones y comisiones de servicio.



En el párrafo IV se determina el patrimonio de la Corporación y se la deja sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en l relativo al examen de sus cuentas y al control d legalidad de los actos relativos a su personal.



E1 párrafo V señala como plazo de vigencia de la Corporación, el de 36 meses, prorrogable hasta por 24 meses, y reglamenta su extinción.



En el Título II se establece una pensión mensual de reparación que se pagará, como lo fija esta ley, a los familiares de todas las víctimas que se consignan en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y a los de las víctimas que consulta este proyecto de ley en el N° 4 del artículo 2°.



La pensión mensual consistirá en $140.000 que será excedible según se establece, más el. porcentaje de cotización para salud; no estará sujeta a otra cotización previsional y se reajustará de acuerdo con el artículo 14 del Decreto Ley N° 2.448, de 1979, esto es, en el 100% de la variación del Indice de Precios al Consumidor cada vez que éste alcance o supere el 15%.



El artículo 18 establece que serán causantes de esta pensión las personas declaradas víctimas de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política en e1 Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación que se individualizan en el volumen II de dicho Informe, así como aquellas respecto de las cuales la Corporación que se crea por esta ley, declare en conformidad a lo preceptuado en este mismo texto legal, que se ha formado convicción de similares violaciones.



Los beneficiarios de la pensión, dichos en el artículo 19, son: el cónyuge sobreviviente, la madre, o a falta de ésta el padre, la madre de los hijos naturales del causante y los hijos menores de 25 años, sean legítimos, naturales o adoptivos.



Para todos estos beneficia​rios, se regula un régimen de distribución de la pensión, en el mismo artículo 19, así como un sistema de destinación de los remanentes y de acrecimiento para el caso de faltar algún beneficiario.



E1 goce del beneficio se deferirá a la fecha de entrada en vigencia de la ley, fecha a la que deberá existir el o los beneficiarios, quienes deberán reunir el requisito de haber tenido a la época de la muerte o desaparecimiento alguno de los vínculos de familia con el causante, indicados en 1a ley.



La pensión, con sus acrecimientos, será vitalicia para todos los beneficiarios, incluido e1 hijo discapacitado, con excepción de los demás hijos que gozarán de ella hasta el último día del mes en que cumplan 25 años de edad.



El artículo 22, establece además una bonificación compensatoria de monto único equivalente a 12 meses de pensión.



En el Título III se consulta para los beneficiarios de pensión de esta ley, aparte de los beneficios médicos a que tienen derecho por la cotización de salud, el derecho de recibir gratuitamente las prestaciones médicas señaladas en los artículos 8° y 9° de la Ley N° 18.469, en los establecimientos que la disposición señala. Para el efecto se les otorgará una credencial especial.



El Título IV otorga a los hijos de los causantes a que se refiere el artículo 18, el derecho a recibir diversos beneficios educacionales que se consignan en los artículos 27 y 28 del proyecto en informe.



En primer término se favorece con el pago de la matrícula y del arancel mensual a los alumnos de Universidades e Institutos Profesionales con aporte fiscal y de aquellos establecimientos sin aporte fiscal, reconocidos por el Ministerio de Educación.



A los alumnos que cursen estu​dios de enseñanza media así como a los universitarios, se les otorga el derecho a recibir un subsidio mensual equivalente a 1,24 Unidades Tributarias Mensuales, durante los meses lectivos y siempre que acrediten su calidad de alumnos.



E1 Título V permite que los hijos legítimos naturales o adoptivos de los causantes a que se refiere el artículo 18 de esta ley, queden en la categoría de disponibles a que se refiere el artículo 30 de la Ley de Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, D.L. N° 2.306, de 1978, a la época de hacer su Servicio Militar Obligatorio, cuando así lo soliciten directamente o por intermedio de la Corporación que se establece en el proyecto en examen.



Finalmente, en el Título VI se trata el financiamiento de esta ley y al respecto se dispone que los beneficios del Título II, esto es, la pensión y la bonificación compensatoria, se financiarán con los recursos que el Presupuesto de la Nación consulta para el pago de pensiones.



Se faculta al Presidente de la República para crear por decreto supremo un Capítulo de ingresos y gastos del presupuesto de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación.



Los gastos de cargo fiscal que producirá este proyecto durante 1991, se estiman en el Mensaje, en los siguientes montos:



a) Pago de pensiones únicas por la totalidad de los causantes individualizados en el volumen segundo del Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación. Costo mensual $ 227.900 miles.



b) Pago de bonificación compensatoria al total. de beneficiarios de pensión: $ 2.734.000 miles, y



c) Gasto mensual en personal, instalación y funcionamiento de la Corporación a que se refiere el Título I durante 8 meses de 1991 $ 11.381 miles.



Tales gastos se financiarán con cargo a los recursos consultados en el Item 50-01-03-25-33.004 de la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos vigente.

CONSTANCIAS.



Es preciso dejar constancia que la Comisión rechazó por unanimidad el primitivo Título IV, denominado "De la solicitud de muerte presunta" y el artículo signado en el Mensaje con el N° 12 que lo integraba. Esta disposición permitía, a los familiares de las víctimas, pedir la declaración judicial de muerte presunta de sus deudos, mediante un procedimiento de excepción simplificado y breve.



E1 rechazo obedece a las numerosas consideraciones en tal sentido formuladas en el seno de la Comisión por organizaciones de derechos humanos y entidades que agrupan a los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos. Se estima por ellos que sobre esta materia es suficiente la legislación en actual vigencia para los casos que lo requieran, y en el hecho han recurrido a ella, pues permite solucionar los problemas de orden civil, patrimoniales y de relaciones de familia que eventualmente se puedan presentar. Dicen que este tema violenta fuertemente su conciencia y entienden que sólo por razones de "estado de necesidad extremo" podría ser legítimo recurrir al uso de este mecanismo jurídico que los obliga a ellos mismos a tener que pedir la declaración de muerte de sus seres queridos desconociendo su situación y paradero. En el caso de los detenidos desaparecidos, dice por su parte la Comisión Chilena de Derechos Humanos, no se puede sostener ni ética ni jurídicamente que estén muertos. E1 Instituto Latinoamericano de Salud Mental y Derechos Humanos, en abono de estas ideas o de su solución diversa, asevera que "es muy comprensible que mientras no sepan dónde están los restos de sus deudos, exista una barrera sicológica relevante para declarar tal muerte, ya que implica que son ellos mismos los que, en términos legales, terminan pidiendo la muerte, aunque fue el Estado el que les privó de sus seres queridos.".



En la discusión particular, solamente fueron aprobados por mayoría de votos el artículo 29 y el cambio de nombre de la Corporación que se crea por el Título I, artículo 1°. E1 resto de las disposiciones fue aprobado por unanimidad.



Se deja constancia que la Diputada señora María Maluenda Campos no participó en las votaciones de aquellas disposiciones que establecían algún tipo de beneficio para las personas favorecidas por este proyecto.

******

No hay disposiciones que deban aprobarse con quórum especial.

******

Deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, por su incidencia en materia presupuestaria, los siguientes artículos: 1°, 6°, 10, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 25, 26, 27, 28, 30 y 31.

*******

En mérito de lo expuesto, y de otros antecedentes que pueda proporcionar el señor Diputado Informante, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

TITULO I

DE LA CORPORACION NACIONAL DE REPARACION Y RECONCILIACION

Párrafo I

Naturaleza y Objetivos

Artículo 1°.- Créase la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, servicio público descentralizado, sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio del Interior. Su domicilio estará en la ciudad de Santiago.



Su objeto será la coordinación, ejecución y promoción de las acciones necesarias para el cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y las demás funciones señaladas en la presente ley.

Artículo 2°.- Le corresponderá especialmente a la Corporación:



1.- Promover la reparación moral y material de los familiares de las víctimas a que se refiere el artículo 18 y darles la asistencia social y legal que requieran para acceder a los beneficios contemplados en esta ley.



2.- Promover y coadyuvar a las acciones tendientes a determinar el paradero y las circunstancias de la desaparición o muerte de las personas detenidas desaparecidas y de aquellas que no obstante existir reconocimiento legal de su deceso, sus restos no han sido ubicados. En el cumplimiento de este objetivo deberá recopilar, analizar y sistematizar toda información útil a este propósito. En los casos en que los antecedentes sean suficientes, deberá ponerlos en conocimiento de los Tribunales de Justicia.



3.- Guardar en depósito los antecedentes reunidos tanto por. la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación como por 1a Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación y todos aquellos que, sobre casos y asuntos similares a los por ella tratados, se reúnan en el futuro. Podrá asimismo, requerir, reunir y procesar el conjunto de la información existente en poder de entes públicos o privados, que diga relación con las violaciones a los derechos humanos o lea violencia política a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación.



El acceso a la información será .reglamentado asegurando la confidencialidad de aquellos documentos que así lo requieran, sin perjuicio que los Tribunales de Justicia puedan acceder a dicha información, en el ejercicio de sus facultades jurisdiccionales.



Recopilar antecedentes y efectuar das indagaciones necesarias para dictaminar en aquellos casos que conoció la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación y en que no le fue posible formarse convicción respecto de la calidad de víctima de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política del afectado o respecto de casos de la misma naturaleza, sobre los que no tuvo conocimiento oportuno o, habiéndolo tenido, no se pronunció sobre ellos. En esta materia procederá con arreglo a las mismas normas prescritas para dicha Comisión en el decreto supremo N° 355, del Ministerio del Interior, del 25 de abril de 1990, que la creó.



5.- Celebrar convenios con Instituciones o Corporaciones sin fines de lucro, para que éstas presten la asistencia profesional necesaria para cumplir con los fines señalados en los números 1 y 2 de este artículo, incluidos beneficios, módicos.



6.- Formular proposiciones para la consolidación de una cultura de respeto de los derechos humanos en el país.



Aquellos casos a que se refiere el N° 4 de este artículo que no fueron conocidos por la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o sobre los cuales ésta no emitió pronunciamiento, deberán ser puestos en conocimiento de la Corporación establecida en este Título, dentro del plazo de 90 días corridos contados desde que su Consejo Superior haga público, mediante su inserci6n en el Diario Oficial, el Reglamento que regule el procedimiento de su presentación. La Corporación deberá pronunciarse respecto de éstos y de los demás casos señalados en el N° 4 de este artículo dentro del plazo de un año contado desde la publicación referida precedentemente.



E1 pronunciamiento aludido en el inciso anterior consistirá en declarar el haberse formado o no convicción respecto de cada uno de los casos. En el evento de haberse formado convicción, procederá a comunicarlo al Presidente de la República y al Presidente del Senado y pondrá los antecedentes respectivos en conocimiento de los Órganos de la Administración del Estado que corresponda, con e1 objeto de que estos reconozcan a los beneficiarios los derechos y prestaciones que otorga la presente ley.

Artículo 3°- Para conseguir sus objetivos, la Corporación podrá solicitar la colaboración de los distintos órganos de Estado, en los asuntos que a ellos les competa y que tengan relación con las funciones propias de aquélla.

Artículo 4°- Se declara que la ubicación de las personas detenidas desaparecidas como igualmente la de los cuerpos de las personas ejecutadas y las circunstancias de dicha desaparición o muerte, constituyen un derecho inalienable de los familiares de las víctimas y de la sociedad chilena.

Párrafo II

Organización de la Corporación

Articulo 5°.- La Corporación será dirigida por un Consejo Superior, por el. Presidente de dicho Consejo y por un Secretario Ejecutivo.



Las funciones de Presidente del Consejo y de Consejero serán compatibles con cualquiera función pública, salvo las establecidas en la propia Constitución.



Con todo se aplicará al Presidente del Consejo la incompatibilidad de remuneraciones, en el caso que ejerza otro empleo o función pública, debiendo optar entre 1a remuneración que se le asigna en esta ley y la de otra función o empleo.

Articulo 6°.- La Dirección de la Corporación corresponderá al Consejo Superior, que estará integrado de la siguiente manera:



a) un consejero, que presidirá el Consejo Superior, designado por el Presidente de la República; y



b) seis consejeros, designados por el Presidente de 1a República a proposición del Ministro de Justicia.



Los Consejeros percibirán una dieta ascendente a la treinta ava parte de la remuneración correspondiente a un Ministro de la Corte Suprema grado II de la Escala de Remuneraciones establecida en el Decreto N° 3.058, de 1979, por cada sesión a la que asistan.



Los Consejeros tendrán derecho a pasaje y viáticos. El monto de los viáticos será asimilado a los que correspondan a la segunda categoría del Poder Judicial.

Artículo 7°.- Son funciones del Consejo Superior:



1.- Ejercer la dirección superior de la Corporación y aprobar los planes y programas de acción de esta entidad para el cumplimiento de su cometido.



2.- Declarar la calidad de víctima de violaciones de los derechos humanos o de la violencia política.



3.- Hacer las proposiciones a que se refiere el N°‑ 6 del artículo 2°‑.



4.- Velar por el cumplimiento de los acuerdos e instrucciones que adopte o imparta para los demás órganos de la Corporación.



5.- Dictar el Reglamento que regula el procedimiento de presentación de aquellos casos a que se refiere el penúltimo inciso del artículo 2° de la presente ley y disponer su publicación, elaborar y aprobar los Reglamentos internos de la Corporación.



6.- Acordar la celebración de aquellos actos, contratos y convenios necesarios para el cumplimiento de sus fines y otorgar los mandatos que fuere menester.



7.-
Establecer el orden de subrogación del Presidente entre, los miembros del consejo.



8.- Elaborar una Memoria anual que de cuenta de la labor desarrollada por la Corporación

en el cumplimiento de sus objetivos. Esta Memoria será pública y deberá ser remitida al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados y a la Corte Suprema.



En general, y sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Superior estará investido de todas las facultades de administración y disposición que sean necesarias para el cumplimiento ‑de los fines de la Corporación: pudiendo delegar estas en todo o parte en el Presidente o en el Secretario Ejecutivo.



Las decisiones del Consejo Superior serán adoptadas por la mayoría de los consejeros en ejercicio, en caso de empata dirimirá su Presidente.

Artículo 8°.-.‑ Corresponderá al Presidente del Consejo:



1.- Presidir las sesiones del Consejo.



2.- Representar judicial y extrajudicialmente a la Corporación.



3.- Dictar las resoluciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos e instrucciones del Consejo.



Administrar la Corporación, con acuerdo del Consejo.



5.- Informar periódicamente al Presidente de la República de la .labor de la Corporación.



6.- Nombrar al Secretario Eje​cutivo y al Personal, con acuerdo del. Consejo.

Articulo 9°.- Son funciones del Secretario Ejecutivo:



1.- Ejecutar los acuerdos del Consejo y cumplir las instrucciones del Presidente.



2.- Actuar como Secretario del Consejo y Ministro de Fe.



El Secretario Ejecutivo tendrá derecho a voz en las sesiones del Consejo.

Párrafo III

De la Planta y del Personal.

Articulo 10..‑  Fíjase la siguiente planta de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación:

CARGO



GRADO
NUMERO DE CARGOS

Presidente del Consejo
1B



1

Secretario Ejecutivo
2°



1









2

Jefe de Departamento
4°



1

Jefe de Departamento
5°



1









2

Profesionales


5°



3

Profesionales


6°



2

Profesionales


7°



1









6

Técnicos


10°



1

Administrativo


13°



1

Administrativo


17°



1









3

Auxiliar


21°



2

TOTAL CARGOS:






15

Artículo 11.- El personal de la Corporación se regirá por las disposiciones de la Ley N° 18.834, Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones estará afecto a las normas del Decreto Ley N° 249, de 1979, y su legislación complementaria.

Articulo 12.- Los órganos y servicios de la Administración del Estado podrán destinar a funcionarios de sus respectivas dependencias, en comisión de servicio a la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, sin sujeción a la limitación establecida en el inciso primero del artículo 70 de la Ley N° 18.834.



Además. la Corporación podrá efectuar contrataciones, sin la limitación del artículo 9° de la Ley N° 18.834, con asimilación a grados de la Escala Única de Remuneraciones para alguna de las plantas establecidas en el artículo 5° de dicha ley, en cualquiera de los grados de la mencionada escala, y realizar las contrataciones a honorarios asimilados a grado o a suma alzada que sean necesarias para el cumplimiento de sus finalidades.



Sin embargo, los grados de las escalas de remuneraciones que se asignen a los empleos a contrata o a honorarios asimilados a grado, no podrán exceder del tope máximo que se contemple para el personal de las diversas plantas a que se refiere el artículo 5° de la Ley N° 18.834.

Párrafo IV

Del Patrimonio y Fiscalización

Artículo 13°.- El patrimonio de la Corporación estará constituido por toda clase de bienes muebles e inmuebles que ella adquiera a título gratuito u oneroso y, en especial, por:



l) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos.



2) Los aportes provenientes de fuentes nacionales e internacionales que reciba para 1a consecución de sus fines, a cualquier título.



3) Las herencias, legados y donaciones que acepte la Corporación, y



4) Los frutos de tales bienes.



Las donaciones en favor de la Corporación no requerirán del trámite de insinuación judicial a que se refiere el articulo 1.401 del Código Civil y estarán exentas del impuesto a las donaciones establecido en la Ley N°- 16.271.

Artículo 14.- La Corporación estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos y al control de legalidad de los actos relativos a su personal y al régimen estatutario de éste.

Párrafo V

De la Extinción

Artículo 15.- La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación tendrá una vigencia legal de 36 meses, contados desde 1a fecha de publicación de esta ley. Transcurrido este lapso se extinguirá por su solo ministerio. Sus bienes quedarán a disposición del Fisco o de alguno de sus organismos, lo que se determinará mediante decreto supremo del Ministerio del Interior. Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la República podrá prorrogar su vigencia por un plazo no superior a veinticuatro meses.



Sin embargo, si se cumplieren las finalidades de la Corporación con anterioridad al plazo establecido en el inciso anterior, el Presidente de la República, mediante decreto firmado por el Ministro del Interior, estará facultado para extinguir la Corporación con la antelación que estime necesaria.

TITULO II

DE LA PENSION DE REPARACION

Artículo 16.- Establécese una pensión mensual de reparación en beneficio de los familiares de las víctimas a que se refiere el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación instituida por Decreto Supremo N2 355, de 25 de abril de 1990, del Ministerio del Interior, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 2° N° 4 de esta ley, la que se otorgará y pagará de acuerdo con las normas que fija la presente ley.

Artículo 17.- La pensión mensual referida en el artículo anterior ascenderá a la cantidad .de $ 140.000, más el porcentaje equivalente a la cotización para salud; no estará sujeta a otra cotización previsional que aquélla, y se reajustará en conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Ley 2.448, de 1979.

Artículo 18.- Serán causantes de esta pensión las personas declaradas víctimas de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política en e1 Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, que se individualizan en el Volumen Secundo de dicho Informe.



Serán, asimismo, causantes de esta pensión las personas respecto de las cuales la Corporación a que se refiere el Título I de la presente ley, declare, en conformidad al N° 4 del artículo 2, haberse formado la convicción de que fueron víctimas de violaciones a los derechos humanos o de la violencia política.

Artículo 19.- Serán beneficiarios de la pensión establecida en el artículo 16, el cónyuge sobreviviente, la madre del causante o el padre de éste cuando aquélla faltare, la madre de los hijos naturales del causante y los hijos menores de 25 años de edad, sean legítimos, naturales o adoptivos.



La pensión se distribuirá entre los beneficiarios indicados precedentemente, de la siguiente forma:



a) un 40$ para el cónyuge sobreviviente;



b) un. 30% para la madre del causante o para el padre de éste cuando aquella faltare;



c) un 15% para la madre de los hijos naturales del causante; si concurrieren más, a cada una de ellas corresponderá el porcentaje .indicado, aun cuando con ello se exceda el monto de la pensión establecido en el artículo 17.



d) un 15% para cada uno de los hijos del causante menores de 25 años.



En el evento de concurrir más de un hijo, todos y cada uno de ellos llevarán un 15% de la pensión, incluso cuando con ello se exceda su monto establecido en el artículo 17.



En el caso que al momento del llamamiento existiere sólo un único beneficiario, este llevará una pensión total ascendente a $100.000.-, más la cotización y el reajuste establecido en el artículo 17.



Si al momento del llamamiento no existiere uno o más de los beneficiarios señalados en las letras a), b) o c) de este artículo y concurrieren más de un hijo, la cuota que le habría correspondido al beneficiario faltante se destinará en primer término a la solución del todo o parte de las cuotas correspondientes a tales hijos. Si aplicada esta regla se produjere un remanente, éste se destinará preferentemente a la solución del todo o parte de la cuota correspondiente a eventuales beneficiarias adicionales de aquélla señalada en la letra c) de este artículo. Si aún así se produjere un remanente éste acrecerá a todos los beneficiarios que existan a prorrata de sus derechos, hasta completar el monto total de la pensión señalado en el artículo 17. Igual acrecimiento operará en el evento de no concurrir hijos.



En el caso que cualquiera de los derechohabientes fallezca o cese en conformidad a esta ley en el goce del beneficio, operará el mismo acrecimiento, de modo que la pensión sea distribuida en su integridad, con la excepción de que quede sólo un único beneficiario, caso en el cual la pensión se reducirá a la suma de $ 100.000.- más la cotización y el reajuste establecido en el artículo 17 de esta ley.

Artículo 20.- El llamamiento a1 goce del beneficio se deferirá en el momento que entre en vigencia la presente ley, y serán beneficiarios las personas que, existiendo en dicho momento, hayan tenido a la fecha de la muerte o desaparecimiento, alguno de los vínculos de familia indicados en los artículos precedentes.

Artículo 21.- Los hijos, con excepción del discapacitado, gozarán de su parte de pensión a que se refiere esta ley, con los acrecimientos a que haya lugar, hasta el último día del año en que cumplan 25 años de edad.



Respecto de los demás benefi​ciarios, incluido el hijo discapacitado, la pensión, con sus acrecimientos, será vitalicia.



Dicho beneficio no se perderá por matrimonio posterior del cónyuge sobreviviente, ni de la madre de los hijos naturales del causante.



La pensión se devengará a partir del día primero del mes siguiente a la fecha de vigencia de la presente ley.

Artículo 22.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 16, otórgase a los familiares de las víctimas a que se refiere el artículo 18, una bonificación compensatoria de monto único equivalente a doce meses de pensión, la que no se considerará renta para ningún efecto legal.



Esta bonificación no estará sujeta a cotización alguna. y se pagará a los beneficiarios indicados en el artículo 19, en las proporciones y con los acrecimientos que procedan, señalados en el citado artículo.

Artículo 23.- La pensión de reparación será compatible con cualquiera otra, de cualquier carácter, de que goce o que pudiere corresponder al respectivo beneficiario.



Será, asimismo, compatible con cualquier otro beneficio de seguridad social establecido en las leyes.

Artículo 24.- Para todos los efectos legales, el Ministerio del Interior otorgará, a petición de los interesados o del Instituto de Normalización Previsional, un certificado en que conste que la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación o la Corporación establecida en el Título I de esta ley se ha formado 1a convicción de que determinada persona ha sido víctima de violación a los derechos humanos o de violencia política.

TÍTULO III

DE LOS BENEFICIOS MÉDICOS

Artículo 25.- Otórgase, sin perjuicio de los beneficios originados en la cotización referida en el articulo 2°, el derecho de recibir gratuitamente las prestaciones médicas señaladas en los artículos 8° y 9° de la Ley N° 18.469, que en la Modalidad de Atención Institucional se otorguen en los establecimientos dependientes o adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud creado por el Decreto Ley N° 2.763, de 1979, a las personas, cualquiera sea su condición laboral, previsional o sistema de salud, que de acuerdo con lo establecido en el artículo 19, tengan la calidad de beneficiarios, sin limitación de edad en el caso del hijo discapacítado.



El Ministro de Salud o el respectivo Secretario Regional Ministerial de Salud, con el solo mérito de los documentos que acrediten la calidad a que se refiere el. artículo 18 y el. o los parentescos indicados, mediante resolución, ordenará extender una credencial o cédula especial que contendrá el nombre, domicilio y número nacional de identidad del beneficiario. Dicha cédula individual constituirá requisito indispensable para que los establecimientos asistenciales dependientes o adscritos al Sistema Nacional de Servicios de Salud de cualquier nivel proporcionen atención médica gratuita a1 beneficiario.

TITULO IV

DE LOS BENEFICIOS EDUCACIONALES

Artículo 26 . ‑ Los hijos de los causantes indicados en e1 artículo 18 de esta ley tendrán derecho a recibir los beneficios de carácter educacional que se establecen en e1 presente Título.

La edad límite para impetrar estos beneficios será la de 35 años.

Artículo 27.- Los alumnos de Universidades e Institutos Profesionales con aporte fiscal, tendrán derecho a1 pago de 1a matrícula y del arancel mensual. El costo de este beneficio será de cargo del Fondo de Becas y Desarrollo de Educación Superior del Ministerio de Educación.



Los alumnos de Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica, sin aporte fiscal. y reconocidos por el Ministerio de Educación, tendrán derecho al pago de la matrícula, y del arancel mensual de cada. establecimiento. El costo de este beneficio será de cargo del programa de Becas Presidente de la República, creado por el Decreto Supremo N° 1.500 del Ministerio del Interior de 18 de diciembre de 1980.

Artículo 28.- Los alumnos que cursen estudios de enseñanza media así como aquellos señalados en ambos incisos del artículo precedente, tendrán derecho a recibir un subsidio mensual equivalente a 1,21 Unidades Tributarias Mensuales. Este subsidio se pagará mientras el alumno acredite su calidad de tal y se devengará durante los meses lectivos de cada año.

TITULO V

DEL CUMPLIMIENTO DEL SERVICIO MILITAR OBLIGATORIO

Artículo 29.- Los hijos legítimos, naturales y/o adoptivos de las personas a que se refiere e1 artículo 18 de la presente ley, quedarán en la categoría de disponibles a que se refiere e1 artículo 30 del Decreto Ley N° 2.306 de 1978, sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas, cuando así lo soliciten directamente o por intermedio de la Corporación que se establece en el Título I de esta ley.

TITULO VI

DEL FINANCIAMIENTO

Artículo 30.- Los beneficios establecidos en el Título II de la presente ley serán administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y se financiarán con cargo a los recursos que se contemplan en el Presupuesto de la Nación para los efectos del pago de pensiones.

Artículo 31.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el gasto que represente esta ley durante 1991 se financiará con recursos provenientes del ítem 50‑01‑03‑25‑33.004 del Programa de operaciones Complementarias del Tesoro Público.



El Presidente de la República, por decreto supremo, expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, creará el Capítulo respectivo de ingresos y gastos del presupuesto de la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, con las asignaciones presupuestarias pertinentes.".



Se designó DIPUTADO INFORMANTE al señor Naranjo Ortiz, don Jaime.

SALA DE LA COMISION, a 13 de agosto de 1991.



Despachado en las sesiones 36a, de 16 de abril; 38a, de 30 de abril; 39a, de 7 de mayo; 40a, de 14 de mayo; 41a, de 4 de junio (en Comité) y de 12 junio; 42a, de 18 de junio; 43a, de 2 de julio; 44a, de 9 de julio; 45a, de 10 de julio; 46a, de 7.6 de julio;47a y 48a de 25 de julio; 49a, de 7 de agosto; 50a, de 8 de agosto, y 51a, de 13 de agosto de 1991, con asistencia de los señores Diputados Aylwin, don Andrés; Concha, don Juan; Devaud, don Mario; Elgueta, don Sergio; Ojeda, don Sergio; Orpis, don Jaime; Prochelle, doña Marina; Ulloa, don Jorge; Urrutia, don Raúl; Vilches, don Carlos y Yunge, don Guillermo, bajo la presidencia, respectivamente de los Señores Maluenda, doña María y Naranjo, don Jaime.



JOSE VICENCIO FRÍAS



Secretario de la Comisión

